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	ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“Año del Centenario de la Promulgación de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”


	



Orden del Día de la Vigésima Cuarta Sesión del Primer Período Ordinario de Sesiones, del Tercer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

29 de mayo del año 2017.

1.- Lista de asistencia de las Diputadas y Diputados de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado

2.- Declaratoria de apertura de la Sesión. 

 
3.- Lectura, Discusión y, en su caso aprobación del Orden del Día propuesto para el desarrollo de la Sesión. 

4.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de la Minuta de la Sesión anterior.

5.- Lectura del informe de correspondencia y documentación recibida por el Congreso del Estado.

6.- Lectura de Iniciativas de Diputadas y Diputados:
A.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el párrafo segundo del Artículo 540 del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputado Julián Eduardo Medrano Aguirre, mediante la cual propone que en los incidentes sean admisibles toda clase de pruebas, excepto las que fueren contra la moral o contra el derecho.

B.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 19 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria “Gilberto Rincón Gallardo”, del Partido Socialdemócrata de Coahuila, mediante la cual propone que los habitantes de los Municipios reciban de manera permanente la atención integral con perspectiva de género.

C.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se adicionan las fracciones VII y VIII, del Artículo 3 de la Ley del Instituto de Becas y Apoyos Financieros para la Educación del Estado de Coahuila, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Claudia Maribel González Espinoza, mediante la cual propone integrar y difundir la información de  todos los programas de becas y estímulos educativos universitarios disponibles en el Estado.

D.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 29 de la Ley Estatal de Salud, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada María del Socorro Lozano Dávila, mediante la cual propone que sean considerados como servicios básicos de salud,  la prevención y atención de trastornos de la conducta alimentaria.

7.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de Dictámenes en cartera:
A.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social, relativo a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se  reforman el Artículo18 del Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila de Zaragoza; así como la fracción IV del Artículo 294 y el Artículo 302 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputado Julián Eduardo Medrano Aguirre, en materia de salarios vencidos.

B.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, relativo a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman los Artículos 18, 20 y 23 de la Ley para la Familia del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes  del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Martha Garay Cadena, mediante la cual propone establecer la facultad de los padres que registren el nacimiento de una niña o niño, respecto al orden de los apellidos.

C.- Dictamen presentado por la Comisión de Deporte y Juventud, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma fracción XV del Artículo 7 de la Ley de Cultura Física y Deporte del Estado de Coahuila, planteada por el Diputado Javier de Jesús Rodríguez Mendoza, de la Fracción Parlamentaria “José Mario molina Pasquel y Henríquez”, del Partido Verde Ecologista de México, mediante la cual propone que el Himno Coahuilense deba ejecutarse también, en eventos de naturaleza académica, deportiva o protocolaria de los Poderes del Estado, siempre y cuando hubiere sido ya interpretado el himno nacional.

8.- Clausura de la Sesión y citatorio para la próxima Sesión.
MINUTA DE LA VIGÉSIMA TERCERA SESIÓN DEL PRIMER PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES, DEL TERCER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
EN LA CIUDAD DE SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, EN EL SALÓN DE SESIONES DEL CONGRESO DEL ESTADO Y SIENDO LAS 13:00 CON 44 MINUTOS, DEL 23 DE MAYO DEL AÑO 2017, DIO INICIO LA  SESIÓN ESTANDO PRESENTES 22 DE 25 DIPUTADAS Y DIPUTADOS, CON LA ACLARACIÓN DE LA PRESIDENCIA EN EL SENTIDO DE INFORMAR QUE LOS DIPUTADOS JOSÉ RICARDO SALDÍVAR VAQUERA Y RAYMUNDO PALOMO GARCÍA, DIERON AVISO QUE NO ASISTIRÍAN A LA SESIÓN POR CAUSA JUSTIFICADA.

LA PRESIDENCIA DECLARÓ VALIDOS LOS ACUERDOS QUE SE TOMARAN EN LA  SESIÓN.

1.- SE DIO LECTURA AL ORDEN DEL DÍA, AL TÉRMINO DE LA LECTURA EL DIPUTADO JESÚS DE LEÓN TELLO SOLICITÓ A LA PRESIDENCIA SE INCLUYERA EN EL ORDEN DEL DÍA UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO, SOBRE “SOBRE RED DE CORRUPCIÓN EN EL MUNICIPIO DE TORREÓN”, MISMA QUE LA PRESIDENCIA PUSO A CONSIDERACIÓN Y APROBACIÓN DEL PLENO, RECHAZÁNDOSE POR MAYORÍA DE VOTOS. ACTO SEGUIDO, LA PRESIDENCIA PUSO A VOTACIÓN EL ORDEN DEL DÍA EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDA, APROBÁNDOSE POR MAYORÍA DE VOTOS.
2.- POR UNANIMIDAD DE VOTOS SE APROBÓ LA MINUTA DE LA SESIÓN ANTERIOR, DISPENSÁNDOSE SU LECTURA.

3.- SE HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE REFORMA EL ARTÍCULO 311, DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE COAHUILA, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR, DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “GILBERTO RINCÓN GALLARDO”, DEL PARTIDO SOCIALDEMÓCRATA DE COAHUILA, MEDIANTE LA CUAL PROPUSO EQUIPARAR AL DELITO DE VIOLENCIA FAMILIAR, LA ALIENACIÓN PARENTAL DE QUIENES EJERZAN LA PATRIA  POTESTAD, TUTELA O CUSTODIA DE UN MENOR DE EDAD, Y FUE TURNADA A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA PARA LOS EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN.

SE CONOCIÓ Y RESOLVIÓ SOBRE LAS SIGUIENTES PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO:
4.- EN VIRTUD DE QUE LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO, SOBRE  “SOLICITAR A LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA Y A LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, INVESTIGUEN SOBRE LA EXISTENCIA DE LAS  CUENTAS BANCARIAS CON CANTIDADES MILLONARIAS A NOMBRE DEL C. GUILLERMO ANAYA LLAMAS, CANDIDATO A GOBERNADOR DE COAHUILA, POR EL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL, LO CUAL PUDIERA SER CONSTITUTIVO DEL DELITO DE ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO”, QUE PRESENTARON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO "GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ", DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DEL DIPUTADO LUIS GURZA JAIDAR.

5.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE  VOTOS “SOLICITAR A LA SECRETARÍA DE DESARROLLO ECONÓMICO COMPETITIVIDAD Y TURISMO, QUE EN EL ÁMBITO DE SUS ATRIBUCIONES, ANALICE LA POSIBILIDAD DE INCLUIR EN SU PORTAL DE INTERNET, EL FOMENTO Y DIFUSIÓN DE LOS LUGARES QUE OFRECEN ECOTURISMO EN NUESTRO ESTADO”, QUE PRESENTARON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO "GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ", DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN.

6.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR A LOS AYUNTAMIENTOS MUNICIPALES, PARA QUE, CONFORME A LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 41 DE LA LEY DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES, CONSERVEN EN BUEN ESTADO LAS BANQUETAS, RAMPAS CONSTRUIDAS EN ACERAS, INTERSECCIONES O ESCALERAS DE LA VÍA PÚBLICA, A FIN DE FACILITAR EL LIBRE TRÁNSITO DE PEATONES, PRINCIPALMENTE DE PERSONAS ADULTAS MAYORES Y PERSONAS CON DISCAPACIDAD”, QUE PRESENTARON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO "GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ", DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA.

7.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD VOTOS “SOLICITAR AL INSTITUTO NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA FÍSICA EDUCATIVA, PARA QUE,  EN EL MARCO DE SUS ATRIBUCIONES, ANALICE LA URGENCIA DE BRINDAR MANTENIMIENTO, REHABILITACIÓN, REFUERZO, RECONVERSIÓN Y HABITACIÓN EN LAS ESCUELAS PÚBLICAS DE CIUDAD ACUÑA Y JIMÉNEZ, A FIN DE QUE SE TENGA EDUCACIÓN DE CALIDAD”, QUE PRESENTARON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO "GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ", DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA CLAUDIA MARIBEL GONZÁLEZ ESPINOZA.
8.- SE DIO LECTURA A UN PRONUNCIAMIENTO QUE PRESENTÓ EL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL POR CONDUCTO DEL  DIPUTADO JULIÁN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE, “CON MOTIVO DEL DÍA DEL ESTUDIANTE EN MÉXICO”.

EN BREVE SE PRESENTARON LOS DIPUTADOS QUE NO PASARON LISTA AL INICIO DE LA SESIÓN, PRESENTÁNDOSE FINALMENTE 23 DE 25 LEGISLADORES.
 

NO HABIENDO OTRO ASUNTO QUE TRATAR, LA PRESIDENCIA DIO POR TERMINADA LA SESIÓN, SIENDO LAS 14:00 CON 47 MINUTOS DEL MISMO DÍA, CITÁNDOSE A LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS A SESIONAR LA VIGÉSIMA CUARTA SESIÓN A LAS 11:00 HORAS DEL LUNES 29 DE MAYO DE 2017.
SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A 23 DE MAYO DEL 2017

DIP. SERGIO GARZA CASTILLO.

PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA.

	DIP. OLGA LETICIA LARA RODRIGUEZ.

SECRETARIA.
	
	DIP. LEONARDO JIMÉNEZ CAMACHO.
SECRETARIO.


INFORME DE CORRESPONDENCIA Y DOCUMENTACIÓN

RECIBIDA POR EL CONGRESO DEL ESTADO

29 DE MAYO DE 2017

1.- INICIATIVA POPULAR CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 18 Y LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 19 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA; ASÍ COMO SE REFORMA LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 4 Y SE RECORREN LAS ORIGINALES Y SE ADICIONA UN CAPÍTULO REFERENTE A LA REVOCACIÓN DEL MANDATO PARA QUEDAR COMO CAPÍTULO TERCERO DEL TÍTULO QUINTO DE LA LEY DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL CIUDADANO JUAN CARLOS GUERRA LÓPEZ NEGRETE. 

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIOLNALES Y JUSTICIA PARA LOS EFECTOS DE LO QUE SE DISPONE EN EL ARTÍCULO 43 DE LA LEY DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

2.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE ZARAGOZA, MEDIANTE EL CUAL SE INFORMA SOBRE LA APROBACIÓN DE UN ACUERDO DE CABILDO, RELATIVO A UNA SOLICITUD DE CRÉDITO, CON LA INSTITUCIÓN FINANCIERA QUE OFREZCA LAS MEJORES CONDICIONES CREDITICIAS, POR LA CANTIDAD DE $11, 200,000.00 (ONCE MILLONES  DOSCIENTOS MIL PESOS, 00/100 M.N.), MÁS INTERESES Y ACCESORIOS FINANCIEROS, PARA UN PROYECTO DE ALUMBRADO PÚBLICO.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS
3.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE SAN PEDRO, MEDIANTE EL CUAL ENVÍA UNA INICIATIVA DE DECRETO, PARA REFORMAR EL ARTÍCULO 97 EL CUAL SE ENCUENTRA EL CAPÍTULO CUARTO DE LOS INGRESOS EXTRAORDINARIOS, DE LA LEY DE INGRESOS DE DICHO MUNICIPIO, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2017. 

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE HACIENDA

4.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE RAMOS ARIZPE, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA LA DESINCORPORACIÓN DEL DOMINIO PÚBLICO MUNICIPAL DE UN BIEN INMUEBLE CON UNA SUPERFICIE DE 9,453.37 M2, UBICADO EN EL FRACCIONAMIENTO PARQUE INDUSTRIAL SANTA MARÍA, DE ESA CIUDAD, PARA ENAJENARLO A TÍTULO GRATUITO EN LA MODALIDAD DE COMODATO POR UN PERIODO DE 99 AÑOS,  A FAVOR DE LA ASOCIACIÓN CIVIL DENOMINADA “PATRONATO DE BOMBEROS DE LA CIUDAD DE SALTILLO A.C.”, PARA LA INSTALACIÓN DE UNA ESTACIÓN DE BOMBEROS QUE PRESTE SERVICIO A LOS PARQUES INDUSTRIALES INSTALADOS EN DICHA CIUDAD.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS

5.- OFICIO DEL SECRETARIO DEL AYUNTAMIENTO DE TORREÓN, MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA LA DESINCORPORACIÓN DEL DOMINIO PÚBLICO MUNICIPAL DE CUATRO INMUEBLES CON UNA SUPERFICIE TOTAL DE 5,729.02 M2, UBICADOS EN FRACCIONAMIENTO PARQUE INDUSTRIAL LA AMISTAD, CON EL FIN DE CELEBRAR UN CONTRATO DE COMODATO POR 50 AÑOS A FAVOR DE LA ASOCIACIÓN RELIGIOSA COMUNIDAD CRISTIANA DE MÉXICO EN TORREÓN A.R., PARA LA CONSTRUCCIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE UN COMPLEJO RELIGIOSO. 

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS

6.- INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE  SE REFORMAN DIVERSAS  DISPOSICIONES DE LA LEY DE DESARROLLO CULTURAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO, LICENCIADO RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ.
TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIOLNALES Y JUSTICIA 

INFORME SOBRE EL TRÁMITE REALIZADO RESPECTO A LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO PRESENTADA EN LA SESIÓN CELEBRADA POR EL PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO EL 23 DE MAYO DE 2017.

Sobre el trámite realizado respecto a las Proposiciones con Puntos de Acuerdo que se presentaron en la sesión celebrada el 23 de mayo de 2017, la Presidencia de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso del Estado, informa lo siguiente:

1.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se enviaron a la Procuraduría General de la República y a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,  el punto de acuerdo, “Por el que se solicita a la Procuraduría General de la República y a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, investiguen sobre la existencia de las  cuentas bancarias con cantidades millonarias a nombre del C. Guillermo Anaya Llamas, candidato a Gobernador de Coahuila, por el Partido Acción Nacional, lo cual pudiera ser constitutivo del delito de enriquecimiento ilícito”, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputado Luis Gurza Jaidar, para los efectos procedentes.
2.- Se formuló comunicación mediante la cual se envió a la Secretaría de Desarrollo Económico Competitividad y Turismo, el Punto de Acuerdo, “Por el que se solicita respetuosamente a la Secretaría de Desarrollo Económico Competitividad y Turismo, que en el ámbito de sus atribuciones, analice la posibilidad de incluir en su portal de Internet, el fomento y difusión de los lugares que ofrecen ecoturismo en nuestro Estado”, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Martha Carolina Morales Iribarren, para los efectos procedentes.
3.- Se formuló comunicación mediante la cual se envió a los 38 Ayuntamientos del Estado el punto de acuerdo, “Por el cual se envía un atento exhorto a los Ayuntamientos Municipales, para que, conforme a lo dispuesto en el Artículo 41 de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores, conserven en buen estado las banquetas, rampas construidas en aceras, intersecciones o escaleras de la vía pública, a fin de facilitar el libre tránsito de peatones, principalmente de personas adultas mayores y personas con discapacidad”, Acuerdo planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada María del Socorro Lozano Dávila, para los efectos procedentes.
4.- Se formuló comunicación mediante la cual se envió a la Secretaría de Salud, el punto de acuerdo, “Por el cual se envía un atenta solicitud al Instituto Nacional de Infraestructura Física Educativa, para que,  en el marco de sus atribuciones, analice la urgencia de brindar mantenimiento, rehabilitación, refuerzo, reconversión y habitación en las escuelas públicas de Ciudad Acuña y Jiménez, a fin de que se tenga educación de calidad”, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Claudia Maribel González Espinoza, para los efectos procedentes.
A T E N T A M E N T E.

SALTILLO, COAHUILA, A 23 DE ABRIL DE 2017.

EL PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DEL CONGRESO.

DIP. SERGIO GARZA CASTILLO.

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 540 DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DEL DIPUTADO JULIÁN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

El que suscribe, Diputado Julián Eduardo Medrano Aguirre, en el ejercicio de las facultades que me confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en mi carácter de Diputado Integrante de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, nos permitimos someter al mismo, la presente Iniciativa de Decreto por el que se reforma el segundo párrafo del artículo 540 del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS


Dentro de las garantías que conforman el orden Constitucional Mexicano, se encuentran la garantía de audiencia y la garantía de defensa adecuada, ambas previstas en el artículo 14 de la Constitución federal; garantías las cuales no solo constituyen derechos de los particulares frente a las autoridades judiciales y administrativas que en todo caso deben ajustar sus actos a las leyes aplicables, sino también, frente a las legislativas que están obligadas a cumplir el mandato constitucional, teniendo así el deber de consignar en las leyes, los procedimientos necesarios para que puedan ser escuchados los interesados, y se les pueda dar la oportunidad de defenderse de todos aquellos casos en que puedan resultar afectados sus derechos. 


Es decir, toda ley que sea expedida, debe establecer los mecanismos adecuados y eficaces de defensa y en su caso de oposición a los posibles actos privativos. 


En ese sentido, cada ordenamiento debe establecer de qué manera se va a satisfacer la garantía de audiencia del destinatario de la ley, para que éste se encuentre en posibilidad de desplegar las defensas que considere pertinentes, antes de que se lleve a cabo un acto privativo en su perjuicio. 


En ese orden de ideas, con independencia de la materia que se trate y de la autoridad ante la cual se desarrolle determinado procedimiento, para considerar que se colma una adecuada y oportuna defensa, se requiere que la ley que regule el procedimiento en cuestión cumpla con determinadas formalidades esenciales del procedimiento, de tal suerte que el omitirlas traerá como consecuencia dejar en estado de indefensión al afectado.

 
En ese sentido se pronunció el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J.47/1995, con número de registro 200234, cuyo rubro y texto se transcribe a continuación:

“FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO. La garantía de audiencia establecida por el artículo 14 constitucional consiste en otorgar al gobernado la oportunidad de defensa previamente al acto privativo de la vida, libertad, propiedad, posesiones o derechos, y su debido respeto impone a las autoridades, entre otras obligaciones, la de que en el juicio que se siga "se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento". Estas son las que resultan necesarias para garantizar la defensa adecuada antes del acto de privación y que, de manera genérica, se traducen en los siguientes requisitos: 1) La notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias; 2) La oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa; 3) La oportunidad de alegar; y 4) El dictado de una resolución que dirima las cuestiones debatidas. De no respetarse estos requisitos, se dejaría de cumplir con el fin de la garantía de audiencia, que es evitar la indefensión del afectado.”


Puede apreciarse del criterio antes transcrito, que la Suprema Corte de nuestro Máximo Tribunal, determinó que las formalidades esenciales del procedimiento se traducían a su vez, de manera genérica, en los siguientes requisitos: 

1) La notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias;

2) La oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa;

3) La oportunidad de alegar;

4) El dictado de una resolución que dirima las cuestiones debatidas. 

Además, al resolver el amparo directo en revisión 2072/2008, la Suprema Corte de Justicia determinó que dichas etapas se desarrollaban a través de formas, requisitos o actos específicos, tales como notificaciones, emplazamientos, términos para contestar o para oponerse a las pretensiones de privación, plazos para ofrecer pruebas, modo de desahogarlas y valorarlas, y pudiendo variar dichas formas o requisitos, dependiendo los diferentes juicios o procedimientos, según el acto de privación de que se trate, con la condición de que siempre resulten apropiados y suficientes para satisfacer plenamente la oportunidad de defensa del afectado.


Así también, la Corte determinó en el mismo amparo directo en revisión, que en tratándose de los medios probatorios, la técnica legislativa debía respetar un principio de congruencia consistente en que las pruebas deben guardar un nexo directo con los hechos que se traten de probar y que deben ser eficaces para dilucidar los puntos litigiosos, pues todo medio de prueba que no conduzca directamente a justificar los hechos debatidos en un proceso, no debe admitirse ni valorarse por el órgano jurisdiccional. 


Es decir, que todo medio probatorio que se ofrezca en un procedimiento, forzosamente debe guardar relación entre los hechos discutidos y, además, tener la posibilidad de probarlos. 


Finalmente, en conclusión de todo lo anterior, la Corte resolvió que para determinar si una disposición procesal respetaba o no la garantía a una adecuada y oportuna defensa para el particular dentro de las formalidades esenciales del procedimiento, bastaba comprobar si el sistema procesal a que se refiere, establece o no la oportunidad para que el posible afectado pueda ser oído en su defensa, y rendir pruebas para acreditar su dicho, antes de que sea afectado en su interés jurídico. 


Sin embargo, al resolver el diverso amparo directo en revisión 1342/1996 la Suprema Corte también matizó que la garantía de adecuada y oportuna defensa, no podía implicar que el legislador prevea en los ordenamientos una facultad ilimitada para ofrecer pruebas, pues podría llevar al desequilibrio procesal, y a alargar innecesariamente los procesos judiciales, transgrediendo con ello la garantía de administración de justicia expedita, y a los principios procesales de economía y celeridad, concluyendo que el límite de la capacidad del legislador para restringir o no, la actividad probatoria iba a ser el no llegar al extremo de dejar sin defensa a las partes en un juicio. 


Es decir, precisó que las formalidades esenciales del procedimiento dentro de la función legislativa, se iban a traducir en una serie de reglas que permitieran a las partes probar los hechos constitutivos de su acción o de sus excepciones y defensas, dentro de un justo equilibrio que, por un lado, no dejaran en estado de indefensión a las partes y, por el otro, aseguraran una resolución pronta y expedita en la controversia.


En ese sentido se pronunció el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis P. CXXXII/97, cuyo rubro y texto prevé lo siguiente:

“AUDIENCIA. EL CUMPLIMIENTO DE DICHA GARANTÍA POR EL LEGISLADOR NO IMPLICA LA POSIBILIDAD ILIMITADA DE PROBAR. La garantía de audiencia tiene como parte medular el respeto de las formalidades esenciales del procedimiento, las que han sido definidas por este alto tribunal como aquellas etapas o trámites que garantizan una adecuada defensa. Lo anterior no implica que el legislador esté obligado a establecer en los ordenamientos procesales la facultad ilimitada de ofrecer pruebas y el consiguiente deber jurídico del órgano jurisdiccional de desahogarlas y valorarlas, ya que es lógico que el propio legislador, en aras de un adecuado equilibrio procesal y por respeto a la garantía de administración de justicia expedita y a los principios procesales de economía y celeridad, establezca límites a la actividad probatoria, los cuales no pueden ir, desde luego, al extremo de dejar sin defensa a las partes. De esta forma, las formalidades esenciales del procedimiento se traducen en una serie de reglas que permiten a las partes probar los hechos constitutivos de su acción o de sus excepciones y defensas, dentro de un justo equilibrio que, por un lado, no dejen en estado de indefensión a las partes y, por el otro, aseguren una resolución pronta y expedita de la controversia.”


En el tenor de lo expuesto, del análisis del segundo párrafo del artículo 540 del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, se advierte que en la tramitación de un incidente, el Juez no puede admitir las pruebas testimoniales que ofrezcan las partes, tal  y como se puede apreciar de su textualidad:

“ARTÍCULO 540. 

Audiencia de pruebas.

Contestada la demanda o transcurrido el término en el que debió producirse, el juzgador de oficio, citará a una audiencia con carácter de indiferible, que se verificará dentro de los quince días siguientes, en la que se recibirán las pruebas ofrecidas y se formularán alegatos verbales, sin perjuicio de que también se puedan hacer constar por escrito. 

En el incidente son admisibles toda clase de pruebas, excepto la testimonial y las que fueren contra la moral o contra el derecho. 

Las partes no podrán servirse de otros medios de prueba que los indicados en los escritos de demanda y contestación del incidente.

Si ninguna de las partes hubiera propuesto prueba, se considerará el incidente como de puro derecho, y se decidirá sólo con base en lo que el juzgador considere pertinente. 

Para la recepción de las pruebas serán aplicables, en lo conducente, las disposiciones del Título Tercero, del Libro tercero, de este ordenamiento.”

Se estima que, en congruencia con los argumentos expuestos sobre el respeto a la garantía de audiencia y de defensa adecuada, en el caso concreto del segundo párrafo del artículo 540 del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila, el hecho de no admitir la prueba testimonial dentro de un incidente, implica una limitación injustificada a la capacidad probatoria de las partes, contraria a lo dispuesto en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Lo anterior, pues si bien pudiera considerarse en un primer momento, que dicha limitación legislativa atiende a no dilatar injustificadamente el proceso, también tiene que tomarse en cuenta que de la redacción de dicho numeral se advierte que no se hace distinción alguna a un tipo de incidente en particular; es decir, la prohibición de admitir pruebas testimoniales se hace extensiva en tratándose de cualquier tipo de incidentes, lo que implica entonces que podrán existir casos en los cuales la prueba idónea para defender determinada cuestión vía incidental sea precisamente la prueba testimonial, de ahí que se actualice una transgresión a la garantía de defensa adecuada de las partes, pues se les deja en estado de indefensión al no poder aportar el medio probatorio idóneo para acreditar los hechos constitutivos de sus acciones o en su caso de sus excepciones y defensas.

Sin que pueda justificarse de forma válida la prohibición analizada, con el hecho de que se pretende salvaguardar una resolución pronta y expedita en la controversia, lo anterior pues ya se señaló que dicha finalidad en ningún momento podrá suponer el dejar en estado de indefensión a las partes con una limitación de su capacidad probatoria.

Por lo anterior, es que se proponga reformar el párrafo segundo del multicitado artículo 540 antes analizado, en el sentido de eliminar dicha prohibición de admitir la prueba testimonial dentro de los incidentes, para quedar como a continuación se precisa.

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el párrafo segundo del artículo 540 del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

“ARTÍCULO 540. 

Audiencia de pruebas.

Contestada la demanda o transcurrido el término en el que debió producirse, el juzgador de oficio, citará a una audiencia con carácter de indiferible, que se verificará dentro de los quince días siguientes, en la que se recibirán las pruebas ofrecidas y se formularán alegatos verbales, sin perjuicio de que también se puedan hacer constar por escrito. 

En el incidente son admisibles toda clase de pruebas, excepto las que fueren contra la moral o contra el derecho. 

Las partes no podrán servirse de otros medios de prueba que los indicados en los escritos de demanda y contestación del incidente.

Si ninguna de las partes hubiera propuesto prueba, se considerará el incidente como de puro derecho, y se decidirá sólo con base en lo que el juzgador considere pertinente. 

Para la recepción de las pruebas serán aplicables, en lo conducente, las disposiciones del Título Tercero, del Libro tercero, de este ordenamiento.”
ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 29 de mayo de 2017

Por el Grupo Parlamentario 

“Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”

Del Partido Revolucionario Institucional

DIP. JULIAN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE.  
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. ANTONIO NERIO MALTOS
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

DIP. LEONARDO JIMÉNEZ CAMACHO
DIP. MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA
DIP. OLGA LETICIA LARA RODRÍGUEZ
DIP. CLAUDIA MARIBEL GONZÁLEZ ESPINOZA

DIP. GRACIELA TRUEBA CARRILLO
ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 540 DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE  ZARAGOZA.

P R E S EN T E.-

La de la voz, Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, en representación de la Fracción Parlamentaria, Lic. Gilberto Rincón Gallardo del Partido Socialdemócrata Independiente de Coahuila en uso de las facultades conferidas por el artículo 59 de la Constitución Política del Estado, así como el artículo 21 en su fracción IV de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza vengo a someter a la consideración del Pleno de esta Soberanía Popular:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTICULO 19 DEL CODIGO MUNICIPAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

En atención a lo siguiente:

Exposición de motivos.

Sumar esfuerzos para erradicar las condiciones de pobreza, discriminación, violencia y diversos rezagos sociales que afectan a la mujer es tarea de los tres poderes y de los tres niveles de gobierno, el generar un marco normativo que empodere a la mujer es atender un compromiso social necesario en nuestros municipios, hoy la realidad que vivimos en Coahuila nos obliga a ser críticos, objetivos e imparciales en la evaluación de los resultados de las políticas públicas con perspectiva de género.

Hasta hoy el esfuerzo ha sido insuficiente, sin embargo habrá que reconocer que el trabajo ha sido constante y apegado a la necesidad social, es por ello que sometemos a consideración la presente iniciativa para que nuestros coahuilenses tengan el conocimiento y el reconocimiento de su derecho a "acceder a las políticas públicas con perspectiva de género, con la finalidad de que se garanticen los derechos de igualdad entre mujeres y hombres, acordes a la inclusión social y la igualdad de oportunidades con la finalidad de garantizar su empoderamiento", además de "recibir de manera permanente atención integral con perspectiva de género a encaminada a generar las políticas públicas para mejorar la condición y situación de las mujeres."

La finalidad de la presente iniciativa es la ejecución de políticas públicas articuladas, esto quiere decir que se lleven a cabo a través de una verdadera perspectiva de género, que se atienda el empoderamiento a la mujer, que la sociedad se involucre en la implementación, conocimiento, evaluación, de que juntos sociedad y gobierno trabajemos de la mano para mejorar las condiciones de vida de millones de mujeres y familias Coahuilenses.

Debemos generar políticas públicas con perspectiva de género que garanticen los derechos de igualdad entre mujeres y hombres, acordes a la inclusión social y la igualdad de oportunidades, procurando en todo momento el empoderamiento de la mujer. 

Para llegar al cumplimento de lo planteado se deben de trazar y establecer las estrategias, planes, programas, principios y criterios que, desde la perspectiva de género orienten las políticas públicas para reconocer, promover, proteger y garantizar el derecho de las mujeres a vivir en una sociedad con mayor equidad y justicia.

Hoy en Coahuila debemos seguir trabajando por el ejercicio progresivo de los Derechos Humanos, y debemos ser puntuales en atender los temas que aquejan a nuestra sociedad, ya que existe un gran porcentaje de población femenina, y muchas de estas en desventaja social. Como dato para análisis es que el 70% de la población Coahuilense vive en zona urbana y el 30% en zona rural por ello es necesario generar políticas públicas con perspectiva de género que atiendan a las mujeres en el campo y la ciudad, a las jóvenes, a las niñas, a nuestras adultas mayores y en especial a todas aquellas que hoy viven en condiciones de pobreza, marginalidad, vulnerabilidad, falta de oportunidades o peor aún que día a día sufren de violencia.

Debemos de ser congruentes y responsables con la realidad social de nuestro estado, tenemos el deber moral, social, jurídico y político de sumar esfuerzos, voluntades y capacidades para ofrecer leyes que den soporte al andar diario de nuestra sociedad, de nuestras mujeres y sus familias.

Es por lo anteriormente expuesto, compañeras y compañeros que la socialdemocracia les hace un llamado a sumarnos a la presente iniciativa, la cual presento ante este Honorable recinto la siguiente:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTICULO 19 DEL CODIGO MUNICIPAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

ARTÍCULO PRIMERO: Se adicionan las fracciones V y VI recorriendo el numeral de la existente V al VII, del artículo 19 para del Código Municipal para el Estado de Coahuila, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 19. Los habitantes del municipio, sean vecinos o transeúntes, independientemente de los derechos que establece la Constitución General de la República y la Constitución Política Local para todo individuo y para los ciudadanos, tienen los siguientes derechos:
I al IV…………………………………………………………………………….

V. Acceder a las políticas públicas con perspectiva de género, con la finalidad de que se garanticen los derechos de igualdad entre mujeres y hombres, acordes a la inclusión social y la igualdad de oportunidades con la finalidad de garantizar su empoderamiento

VI. Recibir de manera permanente la atención integral con perspectiva de género a través de los ayuntamientos y sus unidades administrativas designadas particularmente a erradicar las malas condiciones y situaciones en contra de las mujeres.

VII. Los demás derechos que se deriven de los bandos de policía y buen gobierno, reglamentos o cualquiera otra disposición de carácter general, expedida por el ayuntamiento.
TRANSITORIOS

ARTÍCULO UNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Dado en el salón de sesiones del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Saltillo, Coahuila a 29 de Mayo del  2017

DIPUTADA CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONAN LAS FRACCIONES VII Y VIII, DEL ARTÍCULO 3 DE LA LEY DEL INSTITUTO DE BECAS Y APOYOS FINANCIEROS PARA LA EDUCACIÓN DEL ESTADO DE COAHUILA, QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA CLAUDIA MARIBEL GONZÁLEZ ESPINOZA.
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

La que suscribe, Diputada Claudia Maribel González Espinoza, en el ejercicio de las facultades que me confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en mi carácter de Diputada Integrante de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, nos permitimos poner a su consideración, la presente Iniciativa de Decreto por el que se reforma la Ley del Instituto de Becas y Apoyos Financieros para la Educación del Estado de Coahuila, bajo la siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Sin lugar a dudas, el sistema de becas universitarias, es una ayuda importante e indispensable para miles de jóvenes estudiantes. 
Muchos  jóvenes no cuentan con los recursos económicos mínimos necesarios para realizar estudios universitarios. Principalmente en comunidades donde la oferta educativa es limitada y para desarrollar estudios universitarios, deben trasladarle a otros municpios que no siempre resultan cercanos o con condiciones accesibles para vivir.

Para muchas familias, resulta imposible costear universidades privadad, o bien, gastos de manutención como habitación, transporte y alimentación para trasladarse a otras localidades.

Eso sin considerar los costos que algunas carreras implican por su propia naturaleza.

Por ello, para brindarle una oportunidad es estos jóvenes, existen becas universitarias. Estas becas universitarias son brindadas por instituciones educacionales, algunas por empresas privadas  o por el Estado.
El obtener una beca universitaria es algo muy serio y en algunos casos es indispensable. El Contar con las becas universitarias le permite un cientos de estudiantes llevar a cabo sus estudios.
Las becas universitarias no sólo le abren una oportunidad a los estudiantes, también favorece indirectamente a la familia de éste, al permitir que uno de sus integrantes, opte por un mejor futuro.
Los estudiantes pueden el tener el beneficio de una beca universitaria en modo de ayuda. Por otra parte, las becas universitarias pueden ser otorgadas por un excelente rendimiento académico o deportivo, y en este caso representan un estímulo para los jóvenes que de alguna manera, se han del destacado en su desempeño estudiantil.
En nuestro estado, el artículo tercero de la Ley del Instituto de Becas y Apoyos Financieros para la Educación del Estado de Coahuila, señala como una de las obligaciones del Instituto, establecer las bases, políticas y lineamientos sobre los que se habrán de otorgar las becas educativas, estímulos económicos y apoyos financieros que el Gobierno del Estado proporcione o asigne a los estudiantes de todos los niveles educativos, y a los que realicen estudios científicos y de investigación, así como de las artes, los deportes y demás actividades similares.
El sistema de becas universitarias, queda claro, constituye una posibilidad enorme para aquellos jóvenes que desean desarrollarse como profesionales, pero también para aquéllos que destacan por habilidades propias o adquiridas, en otras áreas del desarrollo.
Por ello, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 59 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como por los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO. Se adicionan las fracciones VII Y VIII, Del Artículo 3 de la Ley del Instituto de Becas y Apoyos Financieros para la Educación del Estado de Coahuila para quedar como sigue:
Artículo 3.- …

I a VI.- …
VII.- Integrar y difundir la información de todos los programas de becas y estímulos educativos universitarios disponibles en el Estado, incluyendo tanto los del sector público como los de los sectores privado y social; 
VIII.- Promover la regionalización de programas de becas y estímulos educativos universatarios, así como la atención local de los becarios y candidatos a beca; procurando que las becas lleguen, en mayor medida, a poblaciones donde la continuidad escolar, dependa de obtener dicho beneficio; y   
IX.- …

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, 29 mayo de 2017.
Por el Grupo Parlamentario 

“Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”

Del Partido Revolucionario Institucional

DIP. CLAUDIA MARIBEL GONZÁLEZ ESPINOZA.  

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. ANTONIO NERIO MALTOS
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

DIP. LEONARDO JIMÉNEZ CAMACHO
DIP. JULIÁN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE
DIP. OLGA LETICIA LARA RODRÍGUEZ
DIP. MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA

DIP. GRACIELA TRUEBA CARRILLO
ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONAN LAS FRACCIONES VII Y VII, DEL ARTÍCULO 3 DE LA LEY DEL INSTITUTO DE BECAS Y APOYOS FINANCIEROS PARA LA EDUCACIÓN DEL ESTADO DE COAHUILA.

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 29 DE LA LEY ESTATAL DE SALUD, QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA.
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

La que suscribe, Diputada María del Socorro Lozano Dávila, en el ejercicio de las facultades que me confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en mi carácter de Diputada Integrante de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, nos permitimos someter su consideración, la presente Iniciativa de Decreto por el que se reforma la Ley Estatal de Salud, bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

En nuestro país, cerca de 3 millones 600 mil adolescentes en edad escolar, presenta algún tipo de desorden alimentario como la anorexia, bulimia o trastorno por atracón.


Estos problemas, conocidos como Trastornos de la Conducta Alimentaria (TCA) han atraído la atención del Sector salud, y han reconocido que deben atenderse de forma integral y oportuna, de lo contrario, pueden ocasionar serios problemas de salud e incluso la muerte.


Para este tipo de padecimientos existen en nuestro país, centros denominados “Unidades de Especialidad Médica en Sobrepeso, Obesidad, Riesgo Cardiovascular y Diabetes¨. En ellas, se cuenta con personal especializado para brindar atención personal, focalizada y global en las que participa personal médico, de enfermería, de psicología y nutriología.


En Coahuila, no contamos con estos centros especializados, sin embargo, debemos reconocer la necesidad de la atención de estos problemas de salud. Quienes las sufren, tienen limitaciones similares a cualquier trastorno psiquiátrico, además de pérdida del cabello, detención del crecimiento, osteoporosis, sangrado gastrointestinal, parálisis intestinal, alteraciones electrolíticas, deshidratación, baja de potasio e incluso paro cardiaco o muerte.

  

De acuerdo con la Encuesta Nacional de Salud y Nutrición presentada en 2016,  las conductas alimentarias de riesgo más frecuentes en adolescentes mexicanos son la preocupación por engordar, comer demasiado y perder el control sobre lo que se come. 
En las adolescentes, la principal conducta de riesgo fue la preocupación por engordar (19.7%). En los varones, la conducta de riesgo más frecuente fue hacer ejercicio para perder peso (12.7%).
Al comparar la frecuencia de conductas para intentar bajar de peso entre adolescentes de ambos sexos, se obtuvo que en las adolescentes, es más frecuente hacer ayuno, dietas, tomar pastillas, diuréticos o laxantes. 
En la comparación entre grupos de edad, los varones de 14 a 19 años tuvieron una mayor prevalencia de conductas de riesgo, como comer demasiado y hacer ejercicio, que los adolecentes de 10 a 13 años. Por otro lado, las adolescentes de 14 a 19 años, tuvieron una mayor prevalencia de todos los trastornos de la conducta alimentaria (excepto inducir el vómito) que las adolescentes de 10 a 13 años.

El trastorno por atracón se registró en 8.8% de niños y 9.4% de niñas, y la pérdida de control para comer en 4.5 de ellos y 5.6% de ellas.

Sin embargo, el tratamiento integral y adecuado permite que en el caso de la anorexia y la bulimia, 50% de pacientes se recupere, 30% mejore y sólo 20% sea crónico.

En este sentido, debemos tener claro que el manejo de los Trastornos de Conducta Alimentaria, tiene un impacto positivo en la atención de la obesidad y diabetes, además mejora la adherencia terapéutica.
 
Estos trastornos, son graves enfermedades de base biológica y emocional, tan preocupantes como los padecimientos mentales o crónicos, por ello, resulta urgente que en nuestro sistema estatal de salud,  se considere como un derecho basico a la protección de la salud, la prevención y atención de trastornos de la conducta alimentaria.

Por lo que, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 59 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como por los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ÚNICO.- Se adiciona la fracción XI al Artículo 29 de la Ley Estatal d eSalud para quedar como sigue:

Artículo 29.- …

I a X.- …

XI.- La prevención y atención de trastornos de la conducta alimentaria.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, 29 de mayo de 2017
Por el Grupo Parlamentario 

“Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”

Del Partido Revolucionario Institucional

DIPUTADA MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. ANTONIO NERIO MALTOS
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

DIP. LEONARDO JIMÉNEZ CAMACHO
DIP. JULIÁN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE
DIP. OLGA LETICIA LARA RODRÍGUEZ
DIP. CLAUDIA MARIBEL GONZÁLEZ ESPINOZA

DIP. GRACIELA TRUEBA CARRILLO
ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 29 DE LA LEY ESTATAL DE SALUD.

DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman el Artículo 18 del Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila, y la fracción IV del Artículo 294 y el Artículo 302 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Julián Eduardo Medrano Aguirre, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 23 del mes de mayo del año en curso, se acordó turnar a estas comisiones unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social, la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas comisiones unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social, la Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman el Artículo 18 del Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila, y la fracción IV del Artículo 294 y el Artículo 302 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Julián Eduardo Medrano Aguirre, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas comisiones unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social, con fundamento en los artículos 90, 105, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman el Artículo 18 del Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila, y la fracción IV del Artículo 294 y el Artículo 302 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Julián Eduardo Medrano Aguirre, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, se basa entre otras en las consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

Los salarios caídos o vencidos son aquellos que un trabajador despedido tiene derecho a recibir a partir de su injustificado cese, los cuales anteriormente se pagaban sin contar con un tope máximo, hasta el total cumplimiento del laudo correspondiente.

En razón a lo anterior, el establecimiento de que los salarios caídos de los trabajadores se debía pagar hasta la total cumplimentación del laudo correspondiente, generó a través de los años graves problemas a las finanzas públicas y privadas, ya que por lo largo que se tornan los juicios, estos salarios llegaban a sumar grandes cantidades económicas. 

En ese sentido, el 30 de noviembre de 2012, se publicó en el Diario Oficial de la Federación la reforma al artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo, que a continuación se transcribe:

“Artículo 48. El trabajador podrá solicitar ante la Junta de Conciliación y Arbitraje, a su elección, que se le reinstale en el trabajo que desempeñaba, o que se le indemnice con el importe de tres meses de salario, a razón del que corresponda a la fecha en que se realice el pago. 

Si en el juicio correspondiente no comprueba el patrón la causa de la rescisión, el trabajador tendrá derecho, además, cualquiera que hubiese sido la acción intentada, a que se le paguen los salarios vencidos computados desde la fecha del despido hasta por un período máximo de doce meses, en términos de lo preceptuado en la última parte del párrafo anterior. 

Si al término del plazo señalado en el párrafo anterior no ha concluido el procedimiento o no se ha dado cumplimiento al laudo, se pagarán también al trabajador los intereses que se generen sobre el importe de quince meses de salario, a razón del dos por ciento mensual, capitalizable al momento del pago. Lo dispuesto en este párrafo no será aplicable para el pago de otro tipo de indemnizaciones o prestaciones. 

En caso de muerte del trabajador, dejarán de computarse los salarios vencidos como parte del conflicto, a partir de la fecha del fallecimiento. 

Los abogados, litigantes o representantes que promuevan acciones, excepciones, incidentes, diligencias, ofrecimiento de pruebas, recursos y, en general toda actuación en forma notoriamente improcedente, con la finalidad de prolongar, dilatar u obstaculizar la sustanciación o resolución de un juicio laboral, se le impondrá una multa de 100 a 1000 veces el salario mínimo general. 

Si la dilación es producto de omisiones o conductas irregulares de los servidores públicos, la sanción aplicable será la suspensión hasta por noventa días sin pago de salario y en caso de reincidencia la destitución del cargo, en los términos de las disposiciones aplicables. Además, en este último supuesto se dará vista al Ministerio Público para que investigue la posible comisión de delitos contra la administración de justicia.”  

La citada reforma tuvo por finalidad el establecimiento de un límite a la generación de salarios vencidos para combatir la indebida práctica de prolongar artificialmente la duración de los procedimientos laborales, previendo que los salarios vencidos se generarán solamente entre la fecha del despido y hasta por un periodo máximo de doce meses, y que una vez concluido este periodo, si el juicio aún no se ha resuelto, se generaría solamente un interés. 

Con lo que se preserva el carácter indemnizatorio de los salarios vencidos, atendiéndose a la necesidad de conservar las fuentes de empleo, y contribuyendo con la disminución sustancial de los tiempos procesales para resolver dichos juicios.

De igual forma, la falta de un límite para el cómputo del pago de salarios caídos en los juicios laborales instaurados en contra de los Poderes Ejecutivo, y de los Municipios, que en muchas ocasiones eran prolongados, afectaban gravemente la hacienda pública, fomentando malas prácticas como el retardar la duración de los juicios para obtener grandes cantidades de dinero por concepto de salarios caídos en perjuicio de las finanzas públicas del Estado y los municipios.

Ahora bien, el Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila, expresa en su artículo 7 que: “En todo lo no previsto por esta Ley o disposiciones especiales, se aplicarán supletoriamente y en su orden, la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado Reglamentaria del Apartado B del artículo 123 Constitucional, la Ley Federal del Trabajo…” en atención a ello, el Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Estado de Coahuila de Zaragoza, contó con la facultad para aplicar en sus resoluciones en relación al límite para el computo de los salarios caídos, lo establecido en la citada reforma al artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo en virtud de la supletoriedad de la ley.

Así, con fundamento en lo dispuesto en el citado artículo 7 del Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila, en diversas ocasiones los Tribunales Colegiados confirmaron las resoluciones del Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Estado de Coahuila de Zaragoza, razón por lo cual no era necesaria en prever en la legislación coahuilense de la materia, lo relativo a algún tope para los salarios caídos, sin embargo, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión del veintidós de marzo de dos mil diecisiete, aprobó la Tesis de Jurisprudencia 34/2017 (10a.), la cual expresa:

“SALARIOS CAÍDOS DE LOS TRABAJADORES BUROCRÁTICOS. EL ARTÍCULO 48 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO NO ES APLICABLE SUPLETORIAMENTE A LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO.

El artículo 43, fracción III, de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, al establecer el derecho al pago de salarios caídos en favor de los trabajadores que acrediten en juicio haber sido injustamente separados de su fuente de empleo, sin prever un periodo límite para su pago, no constituye una omisión normativa, en tanto la redacción adoptada por el legislador responde a su deseo de reconocerles el acceso a una indemnización plena, lo que armoniza con el derecho a una indemnización integral, en términos del artículo 63 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Así, en atención a la máxima "ahí donde la ley no distingue el juzgador tampoco puede distinguir", se hace patente que no fue voluntad del legislador incluir un tope al pago de salarios caídos en la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado y, por ende, su cálculo debe continuar computándose hasta el cumplimiento del laudo. Por su parte, la reforma al artículo 48, párrafo segundo, de la Ley Federal del Trabajo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 30 de noviembre de 2012, obedeció a circunstancias específicas que, tras la conclusión de un proceso legislativo, condujeron a considerar necesario limitar a 12 meses máximo el pago de salarios vencidos en casos de despido injustificado en un juicio laboral, lo que evidencia que el establecimiento de un plazo límite para su pago fue respuesta expresa a la voluntad legislativa. Por tanto, ante la ausencia de un límite para el pago de salarios caídos en la legislación burocrática, se concluye que el legislador no ha considerado necesario fijarlo pues, de ser así, lo habría realizado como hizo en la Ley Federal del Trabajo.”

Dicha tesis jurisprudencial, es de aplicación obligatoria y fue publicada el veintiuno de abril del presente año. Por ello, ante este criterio emitido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es preponderante que la presente Legislatura del Estado, realice las modificaciones pertinentes al marco jurídico de la entidad, pues como lo señala la citada jurisprudencia, el legislador debió prever expresamente en las normas específicas si considera o no necesario establecer un límite para el pago de los salarios vencidos de los servidores públicos, para los casos en que no se compruebe en juicio la causa de la rescisión.

Por ello, surge la necesidad de establecer, al igual que la Ley Federal del Trabajo, un límite para el cómputo del pago de salarios caídos en los litigios burocráticos, a fin de disminuir la afectación económica que pudiera sufrir la hacienda pública estatal o municipal como consecuencia de la prolongación de los juicios laborales, evitándose así que un laudo desfavorable para las dependencias o entidades estatales o municipales, no genere una carga tan grande para las finanzas públicas, facilitando su debido cumplimiento.
La presente iniciativa también tiene por objeto evitar que los juicios laborales se prolonguen para obtener una mayor condena por concepto de salarios caídos, con lo cual dichos juicios se resolverán a la brevedad posible, beneficiándose de igual forma al trabajador despedido. 

Por ello, la presente iniciativa propone reformar tanto el artículo 18 del Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila, así como el artículo 302 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, en armonía con lo dispuesto en el artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo, a fin de establecer que si en el juicio correspondiente no se comprueba por el patrón la causa de la rescisión, el trabajador tendrá derecho, además, cualquiera que hubiese sido la acción intentada, a que se le paguen los salarios vencidos computados desde la fecha del despido hasta por un período máximo de doce meses; y que si al término de los doce meses no ha concluido el procedimiento o no se ha dado cumplimiento al laudo, se pagarán también al trabajador los intereses que se generen sobre el importe de quince meses de salario, a razón del dos por ciento mensual, capitalizable al momento del pago.

TERCERO.- Los integrantes de estas comisiones unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social, coincidimos con lo expuesto en la Iniciativa, con respecto a la necesidad y conveniencia de establecer un límite a la generación de salarios vencidos, incorporando en nuestra legislación local la fórmula utilizada en la reforma al artículo 48 de la ley federal del trabajo publicada en el Diario Oficial de la Federación en fecha 30 de noviembre del año 2012.

Al respecto, es necesario enfatizar que el proyecto normativo propone fijar que los salarios caídos se generarán solamente desde la fecha del despido y hasta por un periodo máximo de doce meses, y si durante dicho término no ha concluido el procedimiento o no se ha dado cumplimiento al laudo, se pagarán también al trabajador los intereses que se generen sobre el importe de quince meses de salario, a razón del dos por ciento mensual, capitalizable al momento del pago.
Así con la modificación propuesta se busca eliminar la prolongación injustificada de los juicios laborales, fortalecer la hacienda pública evitando que se generen cargas tan grandes para las finanzas del Estado y los municipios y al mismo tiempo tutelar el derecho de los trabajadores a ser indemnizados,  pues ello constituye el importe de los daños y perjuicios que legalmente debe cubrir el patrón, como una consecuencia ineludible de la responsabilidad en que incurre si se demuestra lo injustificado del despido.

En este orden de ideas, los integrantes de esta comisiones concordamos en que la implementación de esta fórmula en los ordenamientos laborales locales, además de atender el criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, plasmado en la Tesis de Jurisprudencia 34/2017 (10a.), permite preservar el carácter indemnizatorio de los salarios vencidos, y a la par contribuye a la disminución de manera sustancial de los tiempos procesales para resolver los juicios, lo cual incide de manera positiva en el acceso al derecho de los ciudadanos a recibir justicia pronta y expedita de parte de los tribunales. 

Asimismo quienes dictaminamos estimamos necesario resaltar que, este tema ya había sido abordado y analizado por estas comisiones unidas, dado que existen otros antecedenetes de propuestas legislativas con la misma finalidad, como es el caso de la Iniciativa de decreto para adicionar tres párrafos al artículo 18 del Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado; y adicionar tres párrafos al inciso k) de la fracción VI del artículo 41 del Estatuto Jurídico para los Trabajadores de la Educación al Servicio del Estado y de los Municipios; y se modifica el contenido de la fracción IV del artículo 294 y se adicionan tres párrafos al artículo 302 del Código Municipal,  todos del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”, que fue turnada a estas comisiones por acuerdo del pleno del Congreso el día 6 del mes de mayo del año 2015, iniciativa en la que se resalta la importancia de modificar los ordenamientos laborales locales en el mismo sentido.
Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO PRIMERO.- Se reforma el artículo 18 del Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila, para quedar como sigue:

ARTICULO 18.- En caso de despido injustificado, el trabajador de base o de base sindicalizado tendrá derecho a optar por la reinstalación en su trabajo o por la indemnización de tres meses de salario, a razón del que corresponda a la fecha en que se realice el pago.

Si en el juicio correspondiente no comprueba el patrón la causa de la rescisión o cese, el trabajador tendrá derecho, además, cualquiera que hubiese sido la acción intentada, a que se le paguen los salarios vencidos computados desde la fecha del despido hasta por un período máximo de doce meses, en términos de lo preceptuado en la última parte del párrafo anterior. 

Si al término del plazo señalado en el párrafo anterior no ha concluido el procedimiento o no se ha dado cumplimiento al laudo, se pagarán también al trabajador los intereses que se generen sobre el importe de quince meses de salario, a razón del dos por ciento mensual, capitalizable al momento del pago. Lo dispuesto en este párrafo no será aplicable para el pago de otro tipo de indemnizaciones o prestaciones.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se reforma la fracción IV del artículo 294  y el artículo 302 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 294. …

I a III. …

IV. Reinstalar a los trabajadores de base en las plazas de las cuales los hubieren separado injustificadamente y ordenar el pago de los salarios caídos a que fueren condenados por laudo ejecutoriado, de conformidad con el artículo 302 de este Código.

V a XVI. …

ARTÍCULO 302. Cuando un trabajador de base resulte cesado injustificadamente tendrá derecho a optar por la reinstalación en el cargo o puesto que desempeñaba, con todas las prestaciones que disfrutaba, o a que se le indemnice con el importe de tres meses de salario, a razón del que corresponda a la fecha en que se realice el pago. 

Si en el juicio correspondiente no comprueba el patrón la causa de la rescisión o cese, el trabajador tendrá derecho, además, cualquiera que hubiese sido la acción intentada, a que se le paguen los salarios vencidos computados desde la fecha del despido hasta por un período máximo de doce meses, en términos de lo preceptuado en la última parte del párrafo anterior. 

Si al término del plazo señalado en el párrafo anterior no ha concluido el procedimiento o no se ha dado cumplimiento al laudo, se pagarán también al trabajador los intereses que se generen sobre el importe de quince meses de salario, a razón del dos por ciento mensual, capitalizable al momento del pago. Lo dispuesto en este párrafo no será aplicable para el pago de otro tipo de indemnizaciones o prestaciones.

T R A N S I T O R I O S.

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación.

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan a este decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado José María Fraustro Siller, (Coordinador), Dip. Julián Eduardo Medrano Aguirre (Secretario), Dip. Claudia Maribel González Espinoza, Dip. Jesús de León Tello, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Dip. Sergio Garza Castillo (Coordinador), Dip. Olga Leticia Lara Rodríguez (Secretaria), Dip. Raymundo Palomo García, Dip. Melchor Sánchez de la Fuente, Dip. Irma Leticia Castaño Orozco. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a los 29 días del mes de mayo de 2017.
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman los Artículos 18, 20 y 23 de la Ley para la Familia del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Martha Garay Cadena, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 10 de mayo del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman los Artículos 18, 20 y 23 de la Ley para la Familia del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Martha Garay Cadena, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman los Artículos 18, 20 y 23 de la Ley para la Familia del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Martha Garay Cadena, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, se basa entre otras, en las consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

El Estado de Coahuila destaca por su compromiso en materia de derechos humanos, por lo que es de suma importancia continuar instrumentado medidas, acciones y políticas públicas para garantizar su pleno respeto.

En este contexto, es imperativo promover la adecuación de nuestro marco legal con los recientes avances que en esta materia se han dado, a fin de continuar impulsando el principio de progresividad que los caracteriza, siendo obligación del Estado el generar una mayor y mejor protección y garantía de estos derechos, de tal forma, que siempre estén en constante evolución.

Además, es deber de esta Legislatura realizar un análisis de las disposiciones jurídicas vigentes para determinar aquellas que requieran ser reformadas con la finalidad de fortalecer el marco jurídico del Estado, para que los derechos humanos sean respetados, garantizados, promovidos y protegidos, de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.

En ese sentido, con la finalidad de impedir cualquier forma de discriminación, el primero de septiembre de dos mil catorce, se reformó el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza con el objeto de que los padres puedan acordar el orden de los apellidos de sus hijos, reforma que permitió establecer el apellido materno como primer apellido de la niña o niño, cuando tradicionalmente se hacía al contrario.

La legislación también establecía que el apellido debía ser el primero de cada uno de los padres, señalándose que en caso de desacuerdo, lo debería decidir la autoridad judicial competente, y que el orden elegido de los apellidos debía regir para los demás hijos del mismo vínculo matrimonial.

Posteriormente, se publicó la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, el quince de diciembre de dos mil quince, en la cual se establece de igual forma que los padres acordarán el orden de los apellidos, y que en caso de desacuerdo, a efecto de salvaguardar el derecho a la identidad de la niña o el niño, el o la oficial del Registro Civil elegirá, tomando en cuenta únicamente el primer apellido de aquéllos, el que corresponda por orden alfabético o, en su caso, por sorteo, lo anterior a fin de garantizar la inmediatez del registro a efecto que de ninguna manera pueda ser vulnerado este derecho.

Aunado a lo anterior, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió en sesión del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis, en el amparo en revisión 208/2016, que los padres tienen derecho a decidir el orden de los apellidos de sus hijos, y que esta decisión no puede ser limitada por razones de género.

En la citada sentencia, el ministro ponente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea dispone respecto al derecho al nombre en relación con la vida privada y familiar que “una de las decisiones más importante para el núcleo familiar, en particular, para los progenitores, consiste en determinar el nombre de sus hijos. En efecto, a través del nombre, integrado por el nombre de pila y los apellidos que lo acompañan, se crea un sentido de identidad y pertenencia a la familia.”.

De igual forma, el ministro señala que los padres tienen el derecho de nombrar a sus hijos sin injerencias arbitrarias del Estado y que este derecho no sólo implica el elegir el nombre personal de sus hijos, sino establecer el orden de sus apellidos.

En razón a lo anteriormente expuesto y tomando en consideración que es preponderante el garantizar a los coahuilenses la protección más amplia a sus derechos fundamentales, se propone reformar la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza a fin de que los padres puedan decidir entre sus apellidos paternos y maternos, el orden de los apellidos de sus hijos, eliminándose que dicho apellido deba ser el primero de cada uno de los padres como se establecía anteriormente.

La presente iniciativa tiene por objeto la protección del derecho al nombre, contemplado en el artículo 18 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el cual establece que “Toda persona tiene derecho a un nombre propio y a los apellidos de sus padres o al de uno de ellos.  La ley reglamentará la forma de asegurar este derecho para todos, mediante nombres supuestos, si fuere necesario.”.

En ese sentido, el “Tesauro Jurídico de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Vocabulario Controlado y Estructurado” define el derecho al nombre como un conjunto de signos que constituyen un elemento básico e indispensable de la identidad de cada persona sin el cual no puede ser reconocida por la sociedad; el cual está integrado por el nombre propio y los apellidos; lo rige el principio de autonomía de la voluntad, pues debe elegirse libremente por la persona misma, los padres o tutores, según sea el momento del registro. 

En consecuencia, al regirse dicho derecho por el principio de la autonomía de la voluntad, la ley no debe constituir una barrera, y menos sin justificación razonable como lo es la obligación de únicamente establecer apellidos paternos, para la selección del nombre del niño o niña.

Además, es trascendental mencionar que el orden de los apellidos que se establece actualmente deriva de la tradición de utilizar el apellido paterno para connotar la propiedad del hombre sobre la familia, concibiéndose a la mujer como un integrante de la familia del hombre, siendo éste quien conservaba la propiedad y el apellido de la familia, otorgándosele así mayor jerarquía familiar y social que a la mujer. 

Es por lo anterior que, la primacía del apellido paterno consiste en una discriminación entre hombres y mujeres, resultando en un trato desigual hacia las mujeres, reforzando los estereotipos que las denigran, por lo que la imposibilidad legal de registrar los apellidos maternos de cualquiera de los padres implica el considerar que las mujeres tienen una posición secundaria en las relaciones familiares.

Por lo tanto, con esta reforma no solamente se busca la protección al derecho humano de cualquier persona a gozar de un nombre, sino también de los derechos a la igualdad y a la no discriminación, reconocidos por los instrumentos internacionales, así como la legislación federal y estatal.

En ese contexto, la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, señala en su artículo 1 que “la expresión “discriminación contra la mujer” denotará toda distinción, exclusión a restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.”. 

Así mismo, en su artículo 2 se estipula que los Estados Partes condenan la discriminación contra la mujer en todas sus formas, y convienen en seguir una política encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer; en ese sentido, el artículo 5 dispone que los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres.

Además, el artículo 16 de la citada Convención establece que “Los Estados Partes adoptarán todas las medidas adecuadas para eliminar la discriminación contra la mujer en todos los asuntos relacionados con el matrimonio y las relaciones familiares y, en particular, asegurarán, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres: ... g) Los mismos derechos personales como marido y mujer, entre ellos el derecho a elegir apellido, profesión y ocupación;...”.

Por otra parte, a nivel regional, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do Pará”, dispone en su artículo 4 que toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los derechos humanos y a las libertades consagradas por los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos, comprendiendo el derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley.

De igual modo, en el ámbito federal, el artículo 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos señala que “Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.”, y el artículo 4 reconoce que el hombre y la mujer son iguales ante la ley y que ésta protegerá la organización y el desarrollo de la familia.

Por su parte, la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, establece en el primer párrafo del artículo 7 que “Dentro del territorio del Estado, toda persona gozará de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución, en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte.”, además el citado ordenamiento incluye la prohibición de la discriminación por cualquier motivo y reconoce la igualdad de derechos del hombre y de la mujer en todos los ámbitos de la vida cultural, social, jurídica, política y económica.

Derivado de lo anterior, es menester reiterar que las mujeres tienen derecho a intervenir en condiciones de equidad en todas las relaciones que participen, incluyendo las familiares, por lo que la legislación no debe representar un impedimento para el ejercicio de algún derecho, sino al contrario, debe ser utilizada con el propósito de eliminar los estereotipos, roles, costumbres o prejuicios que atentan contra los derechos de las mujeres y que refuerzan su discriminación, aunado a que es necesario que la normatividad evolucione de forma conjunta con nuestra sociedad, buscando la máxima protección de sus integrantes.

Por lo que al permitir en el registro de un niño o una niña, el establecimiento de los apellidos maternos de los padres, se busca eliminar la brecha de desigualdad que a lo largo de la historia ha afectado a las mujeres, teniendo así la misma oportunidad que los hombres de transmitir su apellido, lo anterior con el fin de seguir fortaleciendo su empoderamiento.

Con estas acciones legislativas buscamos poner fin a las restricciones y limitaciones al derecho al nombre, a la igualdad y a la no discriminación, ajustándose el marco normativo estatal con los instrumentos internacionales en materia de derechos humanos a fin de garantizar aún más la igualdad de oportunidades y de trato entre mujeres y hombres.

TERCERO.- Quienes aquí dictaminamos, estimamos que el reconocimiento universal del goce de los derechos humanos de toda persona en México, respaldado por nuestra Constitución y por los tratados e instrumentos internacionales de derechos humanos de los cuales el Estado mexicano es parte, proporciona un campo de acción que detona procesos, y rutas para mejorar las condiciones de igualdad de oportunidades para todas las personas.

Así, la reforma en materia de derechos humanos nos alienta a dar un gran salto para afirmar y fortalecer efectivamente los marcos y medidas legales, políticas e instituciones existentes, a fin de lograr un país más igualitario, y un Estado que respete, promueva y garantice con efectividad el goce y ejercicio de los derechos humanos de la población sin ningún tipo de discriminación.

Como bien sabemos el derecho a la no discriminación se desprende del principio de igualdad, y está reconocido en el artículo 1, párrafo quinto, de la Constitución General, y en diversas cláusulas antidiscriminatorias contenidas en los tratados e instrumentos internacionales en materia de derechos humanos. Está incorporado también en el artículo 4 de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, en nuestra Constitución Local, en la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila y en otros ordenamientos legales. Sin embargo, la incorporación del principio de igualdad y la prohibición de la discriminación en ciertos ordenamientos no es suficiente para prevenir y eliminar, de hecho y de derecho, la discriminación en México, para ello resulta indispensable actualizar y armonizar la legislación vigente, con el fin de darle un sentido más incluyente.

Ejemplo de esto es la situación a la que pretende darse solución con las modificaciones planteadas en la iniciativa objeto del presente dictamen, la cual tiene por finalidad, la de fijar que los padres puedan decidir entre sus apellidos paternos y maternos, el orden de los apellidos de sus hijos. Ello dado que el orden de los apellidos que se establece actualmente deriva de la tradición de utilizar el apellido paterno para connotar la propiedad del hombre sobre la familia, otorgándosele así mayor jerarquía familiar y social que a la mujer, lo cual constituye una norma discriminatoria que resulta en un trato desigual hacia las mujeres, y refuerza los estereotipos que las denigran.

Para iniciar con el estudio de la reforma propuesta los integrantes de esta comisión dictaminadora iniciamos por reflexionar sobre el contenido y alcance del derecho al nombre, lo que nos llevó a determinar que este derecho no es un derecho exclusivo del menor, sino que también los padres tienen la prerrogativa de determinar el nombre que llevarán sus hijos, derecho que no se limita al nombre personal sino que también abarca el establecer el orden de los apellidos, como ya lo ha establecido la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el amparo directo en revisión 2424/2011. En este sentido es menester referir que dicha elección está regida por el principio de autonomía de la voluntad y en consecuencia el nombre debe ser elegido libremente por la persona misma, sus padres o quiénes ejerzan la patria potestad o cuidado del menor y no estar sujeto a ninguna restricción ilegítima.

En este orden de ideas, después del exhaustivo análisis de la iniciativa los integrantes de esta comisión, apoyados en precedentes del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, como es el caso Cusan Et Fazzo v Italie, en donde dicho órgano jurisdiccional determinó que la potestad de los padres de escoger el nombre de sus hijos era un acto protegido por el derecho de la vida privada y familiar y que el interés de la sociedad en regular la transmisión de los apellidos no era suficiente para excluir o hacer nugatorio los derechos enunciados, y tomando en consideración el criterio de la Corte Interamericana de Derechos Humanos emanado del caso  Gelman V. Uruguay en el que la corte destacó la obligación de los Estados de garantizar que las personas sean registradas por el nombre elegido por ellas o por sus padres, sin ninguna interferencia en la decisión del nombre así como de la sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación emanada del amparo en revisión 208/2016, a la que se hace referencia en la exposición de motivos, llegamos a la conclusión de que el derecho al nombre tiene una estrecha relación con el derecho a la vida familiar y privada ya que la elección del nombre de un hijo por parte de sus padres es un momento personal y emocional, que queda circunscrito a su esfera privada, por lo que no debe estar sujeto a injerencias arbitrarias del Estado. 

Así, quienes dictaminamos analizamos si la finalidad que persigue la norma vigente es una constitucional y convencionalmente válida, encontrando que la restricción del derecho de los padres de decidir sobre el orden de los apellidos no tiene un fin constitucionalmente válido, sino que por el contrario como bien se expone en las consideraciones que acompañan al proyecto normativo responde a cuestiones tradicionales y culturales de género y definiciones heteronormativas que debemos erradicar.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ÚNICO.- Se reforman los artículos 18, 20 y 23, de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 18. El nombre propio será puesto libremente por quien registre el nacimiento de una niña o niño y los apellidos serán uno de cada uno de los padres; pero si son varios hijas o hijos nacidos de la misma pareja, no podrá imponérseles el mismo nombre propio.

Artículo 20. Los padres acordarán el orden de los apellidos, en caso de desacuerdo, a efecto de salvaguardar el derecho a la identidad de la niña o el niño, el o la oficial del Registro Civil elegirá, tomando en cuenta únicamente los apellidos propuestos por cada uno de los padres, el que corresponda por orden alfabético o, en su caso, por sorteo. 
Artículo 23. Si el reconocimiento se hiciere sólo por uno de los padres se asentarán los apellidos de éste; si fuere hecho por ambos se asentará un apellido de cada uno de ellos, conforme lo dispuesto por los artículos 18 y 20 de esta ley.

T R A N S I T O R I O S

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado José María Fraustro Siller, (Coordinador), Dip. Julián Eduardo Medrano Aguirre (Secretario), Dip. Claudia Maribel González Espinoza, Dip. Jesús de León Tello, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a los 29 días del mes de mayo de 2017.
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DICTAMEN de la Comisión de Deporte y Juventud de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a un proyecto de iniciativa de reforma a la Ley  de Cultura Física y Deporte del Estado de Coahuila de Zaragoza, en la que se  plantea  “modificar el contenido de la fracción XV del Artículo 7 de la ley antes mencionada”, con el objetivo de proponer que el Himno Coahuilense deba ejecutarse también, en eventos de naturaleza académica, deportiva o protocolaria de los poderes del estado; presentada por el Diputado Javier de Jesús Rodríguez Mendoza, del Grupo Parlamentario “  José Mario Molina Pasquel y Enríquez”, del Partido  Verde Ecologista de México; y,
RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por  el Pleno del Congreso del Estado, en fecha 10  de abril de 2017, se trató lo relativo a la  Iniciativa ya citada en el proemio de la presente.

SEGUNDO. De conformidad con el artículo 101 de la Ley Orgánica del Congreso, se dispuso que dicha iniciativa fuera turnada a la Comisión de Deporte y Juventud para efecto de emitir el dictamen  correspondiente;  y

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que ésta Comisión, con fundamento en los artículos 101, 115, 164 y 183 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen. 

SEGUNDO. Que en el contenido de la iniciativa turnada  a ésta Comisión, en la exposición de motivos, el autor refiere que:

Inicio de la cita textual “……El origen de la palabra “Patria” proviene de: Familia o clan, y de la tierra paterna, de la tierra en la que nacemos o adoptamos por crear lazos afectivos, culturales o históricos.
 Así mismo México se origina del náhuatl: Metztli, que significa luna; Xictli, ombligo o centro; y Co, lugar; traduciéndose literalmente como " En el ombligo de la luna”.
No es de sorprenderse que muchas personas no conozcan esta información, siendo importante reflexionar en nuestro actuar como ciudadanos: 

· ¿Qué significa ser Mexicano y que responsabilidad tenemos como tal? 

· ¿Cómo es que nos nace la preocupación por ayudar a nuestro país? 

Al fomentar nuestra patria se refuerza nuestra identidad y el amor que tenemos por nuestro Estado, por lo que no debemos tomar a la ligera acciones tan simples como conocer nuestro origen, desplegar la bandera nacional, cantar el himno, o defender y apoyar a nuestra nación. 

Recordemos que el artículo 3º Constitucional señala que la educación debe fomentar el amor a la Patria, y que es nuestra obligación asegurar y defender su honor, derechos e intereses.
En países como Argentina
, o España
, un porcentaje considerable de la población se considera orgullosa de su nación, y esto no sucede nada más porque sí; ha sido el  resultado de acciones como izar la bandera, o cantar el himno nacional, por lo que consideramos esencial el continuar enfocándonos en transmitir estos valores de patriotismo y solidaridad, haciendo énfasis en que la ejecución del himno nacional forme parte en todos los  eventos de carácter deportivo, y no solo en actos solemnes de carácter oficial.

Hoy recordamos que la unidad y la consciencia no solo despiertan a través de las guerras y la crisis, sino también de nobles acciones como la que hoy se propone; No incitando hacia un patriotismo extremo, si no a la búsqueda de proteger el valor que nos compromete a incidir plenamente como ciudadanos.

Queremos que se fomente el respeto y amor por nuestras raíces, y estamos seguros de que las verdaderas acciones de patriotismo nacen de nuestra contribución personal al bienestar común.

· No somos patriotas por haber nacido en un país rico en recursos y de tradición cultural, si no por colaborar positivamente al enriquecimiento de nuestra economía y cultura;

· No somos patriotas solo en las fechas de celebraciones nacionales y fiestas, si no por contribuir productivamente con los valores cívicos en nuestra vida habitual..…..” Fin de la cita textual.
TERCERO.-  El autor de la iniciativa propone realizar la siguiente reforma a la  Ley de Cultura Física y Deporte de la entidad:
Decreto

ARTÍCULO 7.- El Ejecutivo del Estado, por conducto del Instituto, tendrá las siguientes atribuciones: 

XV. Garantizar la ejecución total o en forma abreviada del Himno Nacional en actos y eventos deportivos, de conformidad con la Ley Sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales, y demás disposiciones aplicables.

XVI. Las que le confiera esta ley y demás disposiciones aplicables.

Cuarto.- Revisamos la legislación de la materia, en concreto la Ley  sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales, y de dicho cuerpo normativo reproducimos lo siguiente:

ARTÍCULO 42.- El Himno Nacional sólo se ejecutará, total o   parcialmente, en actos solemnes de carácter oficial, cívico, cultural, escolar o deportivo, y para rendir honores tanto a la Bandera Nacional como al Presidente de la República. En estos dos últimos casos, se ejecutará la música del coro, de la primera estrofa y se terminará con la repetición de la del coro.

ARTÍCULO 46.- Es obligatoria la enseñanza del Himno Nacional en todos los planteles de educación preescolar, primaria y secundaria.

Por ello, consideramos que la iniciativa expuesta cumple con el objetivo de difundir, enseñar y promover, en este caso, el Himno Nacional como parte de la identidad de los mexicanos y de nuestros más altos valores y principios que nos sustentan como nación. Siendo correcto y válido que se interprete durante las justas deportivas como lo señala el promovente. 

Estas acciones, sin duda forman parte de los mecanismos que el Estado mexicano debe implementar dentro del Sistema Educativo Nacional para fomentar en los niños y jóvenes el amor por la patria y el respeto a los símbolos e instituciones que nos pertenecen y representan a  todos los mexicanos con gran orgullo.

Cabe mencionar que esta dictaminadora, por cuestiones de técnica legislativa, pudo apreciar que el promovente reproduce innecesariamente el contenido del primer párrafo del artículo 7 de la ley sobre la que realiza la modificación, el cual no presenta reforma, por lo que suprimimos su texto en el decreto; asimismo, en el artículo único del decreto, no hace mención a que el contenido de la fracción XV se recorre a la XVI que se crea, por lo que decidimos insertar dicha mención. 

Quinto.- Por las consideraciones expuestas, los integrantes de esta Comisión de Deporte y Juventud, tenemos a bien expedir el presente:

 Dictamen

Único.  Se aprueba la iniciativa propuesta por el diputado  Javier de Jesús Rodríguez Mendoza del Grupo Parlamentario “José Mario Molina Pasquel y Enríquez” en los términos en que fue planteada, conforme al presente Dictamen, y se pone a consideración del Pleno el siguiente:

Decreto

ARTÍCULO ÚNICO: SE MODIFICA el contenido de LA FRACCIÓN XV; y se recorre el actual a la fracción XVI, 
que se crea,  DEL ARTÍCULO 7 DE LA LEY DE CULTURA FÍSICA Y DEPORTE DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA QUEDAR COMO SIGUE:

ARTÍCULO 7.-…..

XV. Garantizar la ejecución total o en forma abreviada del Himno Nacional en actos y eventos deportivos, de conformidad con la Ley Sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales, y demás disposiciones aplicables.

XVI. Las que le confiera esta ley y demás disposiciones aplicables.

………………..

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrara en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALTILLO, COAHUILA A 17 DE MAYO DE 2017

Sala de Comisiones Luis Donaldo Colosio Murrieta, en la Ciudad de Saltillo, Coahuila a los 17 días del mes de MAYO de 2017.

POR LA COMISION DE DEPORTE Y JUVENTUD

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Raymundo Palomo Garcia

Coordinador

	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza

Secretario


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Leonardo Jiménez Camacho


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Claudia Maribel González Espinoza
	A FAVOR
ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Ma. del Socorro Lozano Dávila


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




� http://dle.rae.es/?id=SB0N7OP


� http://www.telam.com.ar/notas/201607/154420-84-habitantes-pais-sienten-orgullosos-ser-argentinos.html


� http://www.vozbcn.com/2010/07/15/25704/catalanes-orgullosos-ser-espanoles/
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